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Presentación de CIMUNIDIS – Chile a la Relatora de Discapacidad del Alto Comisionado de Derechos Humanos de Naciones Unidas para  la CDPD, en relación a mujeres y niñas con Discapacidad (Ginebra 20 mayo 2015).
1.-  El Estado de Chile vulnera persistentemente el Art. 4.1 a) de la CDPD, al incumplir con su obligación de enmendar la inexistencia de información pública sistematizada, incluyendo generación de estudios de prevalencia e informes estadísticos periódicos, con enfoque de género asociado a la variable discapacidad.

El estado no produce diagnósticos con información básica cuantitativa y cualitativa, actualizada y periódica, acerca de la población con discapacidad, por tanto no cuenta con Política de Estado enfocada a la población de PcD en general, ni a mujeres y niñas con discapacidad en particular, que sea eficaz y pertinente para garantizar sus derechos comprometidos en tratados ratificados por el país.  La última información fiable es la ENDISC del 2004, encuesta basada en la Clasificación Internacional de Funciones.  

En CENSOS y encuestas nacionales de situación social y económica de PcD, nunca se han convocado a consulta a los colectivos de personas con discapacidad para aportar en el diseño de las encuestas. 

El 2011, en el marco de la preparación del Censo Nacional de Población, OPDs solicitaron al Ejecutivo incluir preguntas que permitieran recopilar información básica sobre las PcD desde el nivel local, regional y nacional.  Rechazaron la propuesta argumentando barreras económicas para el Estado, sin transparentar el análisis de costo/efectividad de las preguntas censales con variable discapacidad, ni fundamentar seriamente el hecho de descartarlas.  Lo anterior es contrario al artículo 4.c de la CDPD, que obliga a los Estados a realizar políticas, programas, productos (en este caso el Censo) y entornos con Diseño Universal, y de no ser así, convenir en Ajustes Razonables, o gestionar eficazmente cooperación y financiamiento internacional. 

2.- El Estado chileno no ha modificado la legislación nacional ni ha generado nueva legislación acorde con Tratados Internacionales sobre PcD; no ha divulgado públicamente los derechos de las personas con discapacidad y los mecanismos, nacionales e internacionales, para ejercerlos; con la consecuente carencia del ejercicio del derecho, que permita generar jurisprudencia, normas y reglamentos armonizados. 

3.- Chile es uno de los 19 estados del mundo que no tiene una Ley de Salud Mental acorde a la OMS, sólo logró consolidar en más de una década el D.S. 570 y múltiples normas sanitarias derivadas. El Reglamento y sus normas no han sido armonizadas, revisadas o derogadas desde la firma de la CDPD sobre Derecho de la Discapacidad.

Tampoco ha avanzado - desde el Acuerdo de Caracas- en el reconocimiento y ejercicio de derechos por parte de PcD psicosocial e intelectual.  Acuerdo impulsado por la OPS, y uno de los modelos positivos de toma de decisiones de los que habla el artículo 12 de la CDPD.  Por otra parte, ha consolidado la Interdicción y Curatelas en la Ley 20.584 de 2012, que refiere a PcD psicosocial, intelectual y física con figuras totalmente contrarias a la CDPD.  Y no ha derogado la Ley 18.600 de interdicción para PcD psicosocial e intelectual, lo que afecta su capacidad jurídica sobre bienes, herencias y remuneraciones; y para establecer contratos laborales.

4.- En Chile se discrimina laboralmente a las PcD y en particular a las mujeres y niñas con discapacidad.  El empleo al que acceden es esencialmente informal e independiente, en su mayoría de carácter temporal y mínimamente remunerados, sin contrato laboral alguno con acceso a beneficios de seguridad social.  Según un informe de la OIT, el 2010 sólo el 1% de las PcD ocupadas tenía contrato de trabajo.  Mientras ENDISC 2004 y el referido estudio confirman que la mayor parte de las mujeres con discapacidad se desempeña en “trabajo doméstico” o familiar no remunerado”.

5. La legislación chilena de Previsión Social o Seguridad Social fuerza a las PcD a realizar el “tramite legal de interdicción” o “renuncia voluntaria” a su capacidad Jurídica, para poder acceder al “privilegio” de una Pensión Básica Solidaria.  La pensión asistencial de una PcD se anula si esta consigue un trabajo.  Por lo que muchas prefieren rechazar un trabajo de condiciones precarias para no perder la pensión, al menos un ingreso seguro y permanente.

6.- El Estado viola también el art. 15 de la CDPC sobre tratos crueles, inhumanos, degradantes y tortura, así como y la Convención Internacional contra la Tortura, al no dar protección en caso de violación sexual e incesto a niñas y mujeres con discapacidad (casas de acogida o refugios); y al no facilitar ni promover la denuncia. Casi no existen índices de estadísticos oficiales sobre este flagelo.  La escasa información recopilada por organismos como la Policía de Investigaciones (PDI), es sistematizada por el Centro de Acogida a Víctimas de Abusos Sexuales (CAVAS), que sólo tiene cobertura en la Región Metropolitana, y el Ministerio Público.  El año 2005 CAVAS en un informe al Ministerio Público indica que el 70% de estos abusos afecta a niñas entre 3 y 11 años, y en un 80 % el agresor pertenece al entorno familiar. 

7.- Por décadas el Estado ha practicado medidas profilácticas o sanitarias de esterilización quirúrgica forzada e irreversible contra mujeres con discapacidad.  Recientemente en el ámbito de salud pública a esta antigua práctica contra el derecho a la fecundidad  establecido en, particularmente de PcD psicosocial e intelectual o Enfermos Mentales. Esta práctica obsoleta - la CDPD denomina “eugenesia positiva” del embarazo en mujeres y niñas con discapacidad- ha estado regulada durante 13 años por la norma Nº 72, que no ha sido derogada, a pesar de que la Ley 20. 584 sobre Derecho de la Salud prohíbe la eugenesia en todo el territorio nacional.
Actualmente y desde año 2000 rige en materias de regulación de la Salud Mental, el D.S. 570 y el respectivo reglamento del Ministerio de Salud.  Para administrar las solicitudes de las familias para practicar esta “esterilización forzada pero regulada”, se creó la Comisión Nacional de Protección de las Personas afectadas de Enfermedad Mental (CNPPEM), cuyos comisionados tienen la facultad de aprobar o no el procedimiento quirúrgico irreversible.
Otras normas derivadas de prácticas psiquiátricas obsoletas y no reguladas que aún no han sido derogadas son las mutilaciones neuroquirúrgicas, “tratamiento irreversible o de psicocirugía destinada a PcD psicosocial severa”.  En Chile, la norma del Ministerio de Salud sobre la materia establece que la neurocirugía es el último recurso para el Trastorno Obsesivo Compulsivo Refractario, sólo después del probado rechazo a una Psicoterapia Cognitiva Conductual Intensiva.  Tampoco ha derogado la Norma T.E.C. o de Tratamientos Electro Convulsivos, derivada del antiguo Reglamento 570.  El TEC es también considerado trato inhumano, cruel y degradante y debe ser prohibido conforme a la CDPD.

8.- La Convención sobre todas las formas de discriminación contra la Mujer, y la reciente ley nacional Antidiscriminación no son efectivamente garantizadas en los casos de mujeres y niñas con discapacidad.  Los motivos de discriminación más frecuentes, además de las de género, son la situación de pobreza o vulnerabilidad social, falta de especialidades médicas en la psiquiatría de la red pública, desocupación, juventud, carencias educativas, riesgo social, entorno familiar débil y dependencia originada por su grado de discapacidad intelectual,   psicosocial,  o multi-déficit.
9. El acceso a la información pública y ciudadana es aún más limitado cuando se refiere a mujeres y niñas con discapacidad. Prevención del SIDA, salud sexual y reproductiva, difusión de derechos y mecanismos de protección, entre otros temas, no son accesibles para mujeres con discapacidad, menos si residen en lugares alejados.

El Estado no comprende que el derecho a la comunicación contemplado en  el Art. 9. letra f) de la CDPD sobre el acceso a la información para todas las PcD, en los Servicios de Salud está siendo ampliamente vulnerado en los hospitales y consultorios.

El Estado Chileno no asegura el derecho a la confidencialidad médico - paciente y a la toma de decisiones del paciente informado en el caso de las PcD Sordas y Ciegas  y Mujeres con otras discapacidades

10. El Estado chileno no cumple tampoco con el artículo 11 de la CDPD, en términos de asegurar la protección de mujeres y niñas con discapacidad en situaciones de emergencia y de catástrofes naturales.  Lo evidencian recientes terremotos que han afectado al país, donde no había canales accesibles de comunicación para personas con discapacidad, ni acciones de rescate, traslados y reconstrucción diferenciados.
11.- El Estado de Chile ha sido incapaz de implementar políticas eficaces  para  instalar el principio de “Intersectorialidad” enunciado en la Ley 20.422 (Artículo 3 letra d) entendido como el principio en virtud del cual las políticas en cualquier ámbito de gestión pública, debiendo considerar como elementos transversales los derechos de las personas con Discapacidad.
12.- Si bien la CDPD y la Ley 20.422 reconocen como principio “la vida independiente” (art.3 letra a), la promoción por el Estado de la autonomía personal (art. 12), el reconocimiento de la lengua de señas como medio de comunicación de la comunidad sorda (art. 26) y la exigencia de accesibilidad y uso de los edificios públicos (art. 28), la prestación de servicios de salud en el sistema público ofrece barreras a la comunidad sorda  y con discapacidad visual y para las mujeres y niñas sordas o ciegas en particular.
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